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Santiago, dos de diciembre de dos mil veintid s. ó

VISTO:

En estos autos Rol C-6529-2020 seguidos ante el Juzgado de Letras de 

Colina,  sobre  liquidaci n  concursal  de  la  empresa  deudora  ó Transportes 

Tamarugal  Ltda.,  en  audiencia  celebrada  el  dos  de  agosto  de  dos  mil 

veintiuno,  se  rechaz  la  impugnaci n  total  deducida  por  el  liquidadoró ó  

concursal  don Francisco Javier Cuadrado Sep lveda,  respecto del  cr ditoú é  

verificado por don Patricio Jamarne Banduc, por un monto total de 960 

Unidades de Fomento.

Apelado dicho fallo por el liquidador antes referido,  una sala de la 

Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  por  determinaci n  de  cinco  deó  

noviembre de dos mil veintiuno, lo confirm .ó

En su contra el mismo liquidador deduce recurso de casaci n en eló  

fondo.

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  el  recurrente  expresa  que el  fallo  cuestionado 

infringe los art culos 23, 2.469, 2.470 y 2.488 C digo Civil y 28 y 69 deí ó  

la Ley N 20.720.°

Refiere  que de los  art culos  2.469,  2.470 y 2.488 C digo Civil  seí ó  

extraen  tres  principios  que  la  doctrina  acoge  en  forma  pac fica  yí  

uniforme: a) Que la regla general en materia de prelaci n de cr ditos esó é  

que  los  cr ditos  no  tienen  preferencia:  son  todos  cr ditos  valistas,é é  

quirografarios,  de quinta clase o comunes; b)  Que para beneficiarse de 

alguna preferencia de pago, que constituyen la excepci n, debe existir unaó  

ley que les reconozca dicha preferencia, esto es, debe existir una causa“  

especial de preferencia ; y c) que por ser comunes a la generalidad de los”  

cr ditos,  la  excepci n  a  la  preferencia  debe  ser  interpretadaé ó  

restrictivamente,  pues  es  de  derecho  estricto,  esto  es,  no  puede  ser 

extendidos a otras situaciones que las previstas en la ley, aunque tengan 

una gran analog a.í
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Sostiene  que  el  fallo  infringe  el  art culo  23  del  C digo  Civil  alí ó  

extender una preferencia legal claramente no aplicable a cr ditos previos aé  

la  resoluci n  de  liquidaci n,  apelando  a  la  justicia ,  armon a  y  eló ó “ ” “ í ”  

desmedro  de  los  acreedores .  Denuncia  que  el  fallo  hace  una“ ”  

interpretaci n extensiva y anal gica de lo favorable del art culo 239 de laó ó í  

Ley  20.720,  sin  estar  autorizado  por  ninguna  causa  especial  de“ ”  

preferencia.

Indica  que  en  el  procedimiento  concursal  de  reorganizaci n  deó  

Transportes Tamarugal Limitada, seguida ante el mismo tribunal,  causa 

Rol  C-1339-2015,  do a  Mar a  Loreto  Ried  Undurraga  fue  quien  señ í  

desempe  como  Veedora-Interventora  del  procedimiento  al  tenor  delñó  

art culo 57 N 2 de la Ley 20.720 y, luego de aprobado el Acuerdo deí º  

Reorganizaci n, se desempe  en el cargo de Interventora-Veedora, cuyoó ñó  

plazo  en  el  cargo  era  de  48  meses  desde  la  aprobaci n  del  Acuerdo,ó  

ambos  bajo  la  fiscalizaci n  de  la  Superintendencia  de  Insolvencia  yó  

Reemprendimiento. 

Agrega que posteriormente y tras la renuncia de do a Mar a Loretoñ í  

Ried al cargo de Interventora Veedora, en diciembre de 2016 la Comisi nó  

de Acreedores design  en su reemplazo a don Patricio Jamarne Banducó  

para que continuara desempe ando la funci n. En raz n de lo anterior,ñ ó ó  

sostiene el recurrente, que el plazo de duraci n de la intervenci n legal y,ó ó  

por  ende,  del  cargo  de  Interventor  Veedor,  de  conformidad  a  lo 

establecido en el art culo 69 de la Ley 20.720, venci  a los 48 meses, ení ó  

septiembre  de  2019,  por  lo  que  don  Patricio  Jamarne  Banduc  ya  no 

desempe aba su intervenci n regido por el art culo 69 de la Ley 20.720,ñ ó í  

ni sometida su labor a la fiscalizaci n de la Superintendencia del ramoó  

con posterioridad  a  esa  fecha,  de  modo que los  honorarios  verificados 

corresponden a periodos posteriores. 

Afirma  que,  prueba  de  aquello,  es  que  la  ltima  publicaci nú ó  

efectuada  por  ste  en  el  Bolet n  Concursal  de  la  Superintendencia  deé í  

Insolvencia y Reemprendimiento, fue con fecha 22 de noviembre de 2019.
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Se ala que yerra tambi n el tribunal a quo en esa interpretaci n, yañ é ó  

que lo relevante para establecer si el cr dito goza de preferencia de pagoé  

es  precisamente  determinar  si  durante  su  labor  como  interventor  le 

resultaba aplicable el mencionado art culo 69, ya que la aplicaci n de estaí ó  

norma es la que hace posible aplicar la preferencia de pago establecida en 

el art culo 28 de la Ley 20.720, debido a que las preferencias de pago soní  

excepcionales y de interpretaci n estricta, lo cual, no ocurre en este caso,ó  

ya  que  la  labor  del  Sr.  Jamarne  era  como  interventor  de  car cterá  

convencional, ya no regido por el art culo 69 y no sujeto a la fiscalizaci ní ó  

de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.

Explica que existe una diferencia fundamental entre ser veedor y ser 

interventor:  el  veedor  es  un  funcionario  p blico  que  est  obligado  aú á  

asumir su funci n y cuyo honorario expl citamente goza de la preferenciaó í  

de  pago  establecida  en  el  art culo  2.472  N 4  del  C digo  Civil,  porí ° ó  

aplicaci n  de  lo  dispuesto  en  el  art culo  28  de  la  Ley  N 20.720.  Eló í °  

interventor, por su parte, es un mandatario privado que no est  obligadoá  

a  asumir  si  los  acreedores  y  el  deudor  lo  designaron  como tal  en  un 

acuerdo de reorganizaci n judicial.ó

Sostiene  que  el  art culo  28  de  la  Ley  20.720,  s lo  le  concedeí ó  

preferencia a los honorarios fijados entre el veedor y los tres principales 

acreedores en los t rminos del art culo 22 de la Ley N 20.720.  En esteé í °  

sentido, indica el recurrente, habi ndose cumplido el plazo establecido deé  

48 meses para la intervenci n del acuerdo de reorganizaci n, expirandoó ó  

dicho  plazo  en  el  mes  de  septiembre  de  2019  y,  correspondiendo  los 

honorarios respecto de los que se alega preferencia de pago a los de los 

meses de agosto, septiembre y octubre del a o 2020, vale decir, m s de unñ á  

a o despu s de haber expirado el plazo de intervenci n al  tenor de loñ é ó  

establecido  en  el  art culo  69  de  la  Ley  N 20.720,  el  interventorí °  

convencional  del  acuerdo  de  reorganizaci n  se  ampar  en  la  analog aó ó í  

para darle a sus honorarios la preferencia que el art culo 28 de la Leyí  

reconoce a los honorarios del veedor.
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Manifiesta que si el fallo recurrido no hubiere incurrido en el error 

de  omitir  la  aplicaci n  de  las  normas  y  principios  citados,  no  habr aó í  

incurrido en el error de derecho que se denuncia, pues lo que hizo fue 

darles  a  situaciones  an logas,  pero  muy  distintas,  un  tratamientoá  

anal gico.ó

Pide que se anule la sentencia impugnada y dicte una sentencia de 

reemplazo  que,  haciendo  rigurosa  aplicaci n  de  la  ley,  d  lugar  a  laó é  

impugnaci n deducida por el liquidador titular en contra de la preferenciaó  

alegada  por  el  acreedor  Patricio  Jamarne  Banduc,  por  encontrarse  los 

honorarios cuya preferencia alega, fuera del marco de aplicaci n de losó  

art culos 28 y 69 de la Ley N 20.720.-í °

SEGUNDO: Que para una adecuada inteligencia de las cuestiones 

planteadas  en  el  recurso,  resulta  pertinente  considerar  las  siguientes 

circunstancias y actuaciones verificadas en el proceso:

a)  La  presente  causa  se  inici  el  22  de  octubre  de  2020,  poró  

resoluci n de liquidaci n refleja de la Empresa de Transportes Tamarugaló ó  

Limitada, decretada como consecuencia de la sentencia de 21 de agosto 

de  2020,  que  declar  el  incumplimiento  de  las  obligaciones  yó  

estipulaciones  contenidas  en  el  Acuerdo  de  Reorganizaci n  en  eló  

procedimiento de Reorganizaci n Concursal seguido ante el Juzgado deó  

Letras de Colina, causa rol N 1339-2015.°

Se design  como liquidador titular provisional a don Francisco Javieró  

Cuadrado Sep lveda y como liquidador suplente a do a Alejandra Massisú ñ  

Valencia.

b) El 6 de noviembre de 2020 don Patricio Jamarne Banduc verificó 

cr dito por la suma de 960 Unidades de Fomento, alegando la preferenciaé  

establecida en el art culo 2.472 N 4 del C digo Civil en relaci n con loí ° ó ó  

dispuesto por el art culo 28 de la Ley N 20.720.í °

Sostiene  que  estos  cr ditos  tienen  su  origen  en  las  actuacionesé  

realizadas  como  Interventor  Veedor  en  el  proceso  de  reorganizaci nó  

concursal seguido ante la causa rol N  C-1339-2015, previos a la dictaci nº ó  

de la resoluci n de Liquidaci n de autos y comprende los honorarios deó ó  
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su  labor  como  interventor  concursal  correspondientes  a  los  meses  de 

agosto,  septiembre  y  octubre  de  2020,  a  raz n  de  320  Unidades  deó  

Fomento mensuales.

c)  El  liquidador  concursal  Francisco  Javier  Cuadrado  Sep lvedaú  

impugn  la preferencia del  cr dito verificado por don Patricio Jamarneó é  

Banduc.

Se ala  que  los  plazos  que  se ala  el  verificante  como  adeudadosñ ñ  

respecto  de  su  labor,  corresponden  a  los  ltimos  meses  en  el  cargo,ú  

despu s de desempe arlo por m s de tres a os, encontr ndose fuera de losé ñ á ñ á  

doce  meses  que  es  el  plazo  legal  para  desempe arse  en  calidad  deñ  

Interventor Veedor al tenor de lo dispuesto por el art culo 69 y, por loí  

mismo, ya no ten a como requisito legal para el desempe o de su funci n,í ñ ó  

que adem s de Interventor detentara conjuntamente la calidad de Veedor,á  

sino  solamente  la  primera  calidad,  no  siendo  por  lo  mismo  un  ente 

fiscalizado por la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, 

siendo prueba de lo anterior que el Acuerdo de Reorganizaci n Judicialó  

ya  no  tiene  plataforma  para  efectos  de  su  publicaci n  en  el  Bolet nó í  

Concursal de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.

Sostiene que se estar a en presencia de un interventor convencional,í  

cuyas actuaciones no se enmarcan al alero del referido art culo 69 de laí  

Ley del ramo.

d) Evacuando el traslado conferido en la audiencia de impugnaci n,ó  

el  abogado  del  acreedor  impugnado  inst  por  el  rechazo  de  lasó  

impugnaciones, se alando que la Ley N  20.720, estableci  en el art culoñ ° ó í  

28 la preferencia del art culo 2472 N  4 del C digo Civil a los honorariosí ° ó  

de los veedores interventores, por ser stos, rganos del proceso concursalé ó  

y  porque  su  participaci n  debe  ser  protegida,  en  su  calidad  deó  

trabajadores con derecho a trabajo remunerado y por ser el llamado a 

proteger  los  derechos  de  los  acreedores,  evitando  e  informando  sobre 

situaciones que puedan ver afectados los derechos e intereses comunes de 

aquellos,  precisando  que  incluso  una  vez  aprobado  el  convenio,  no 

solamente tiene la obligaci n de realizar la intervenci n con las facultadesó ó  
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que la ley o el  convenio de reorganizaci n le otorguen, sino que debeó  

velar por el cumplimiento de este mientras est  vigente, citando el art culoé í  

25 en relaci n con art culo 69 ambos de la Ley N  20.720.ó í º

Agrega que la  Ley N  20.720,  en su art culo  69 establece  que laº í  

empresa deudora debe estar sujeta a una Intervenci n Concursal por eló  

plazo m nimo de un a o, pero en ning n caso limita o establece un plazoí ñ ú  

m ximo  para  la  intervenci n,  explicando  que  el  referido  art culo  noá ó í  

distingue entre el periodo m nimo de intervenci n concursal y el tiempoí ó  

adicional por el que la Junta de Acreedores o la Comisi n de Acreedoresó  

pueda establecer la intervenci n concursal.ó

Sostuvo que el Liquidador desconoce el Acuerdo de Reorganizaci nó  

de la empresa deudora y las atribuciones de la Comisi n de Acreedores,ó  

ya que, la Comisi n de Acreedores, y seg n expresa el art culo 69 de laó ú í  

Ley  N 20.720,  tiene  la  facultad  de  determinar  la  remuneraci n  del° ó  

interventor concursal, precisando que seg n consta en el acta de reuni nú ó  

de la Comisi n de Acreedores de fecha 19 de enero de 2017, esta fij  susó ó  

honorarios igual ndolos a los de la interventora anterior, sosteniendo queá  

aquello  significa  que  no  solo  se  fijaron  en  la  misma  suma  que  los 

honorarios de la interventora anterior,  sino que se les otorg  la mismaó  

naturaleza jur dica,  es  decir,  tendr an la misma preferencia en caso deí í  

producirse una eventual verificaci n de cr dito.ó é

Concluy  sosteniendo que los  honorarios  del  interventor  concursaló  

son aprobados por la Comisi n de Acreedores y para dichos efectos seó  

reputan como un gasto de la masa de acreedores, el cual es imputable a 

los gastos de administraci n en los que debe incurrir la empresa deudoraó  

mientras  dure  la  intervenci n,  de  modo  que  siempre  gozaron  de  laó  

preferencia del N  4 del art culo 2472 del C digo Civil. Afirma que es laº í ó  

Comisi n  de  Acreedores  la  que  les  otorga  el  car cter  de  gasto  deó á  

administraci n a los honorarios del interventor concursal.ó

e)  El  fallo  de  primer  grado  desech  la  impugnaci n  planteada  enó ó  

contra del cr dito verificado por don Patricio Jamarne Banduc, decisi n queé ó  

fue confirmada por la Corte de Apelaciones de Santiago.
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TERCERO: Que, la sentencia estableci  como hechos de la causa,ó  

en lo que interesa al recurso, los siguientes:

a) Patricio  Jamarne  Banduc  fue  nombrado  interventor  de  la 

reorganizaci n  Transportes  Tamarugal  Limitada ,  aceptando  eló “ ”  

cargo con fecha 19 de enero de 2.017. 

b) Dicha  empresa  se  encuentra  sometida  al  procedimiento  de 

liquidaci n forzosa.ó

c) Los  honorarios  fueron  pactados  en  el  contexto  de  una 

reorganizaci n  concursal,  fueron  aprobados  por  la  comisi n  deó ó  

acreedores  y  las  gestiones  efectuadas  en  beneficio  tanto  de  los 

acreedores como del deudor. 

CUARTO: Que,  sobre  la  base  de  los  hechos  asentados  seg n  loú  

rese ado en el  motivo que precede,  los  jueces  del  grado estimaron que,ñ  

independiente  de  la  interpretaci n  que  ambas  partes  puedan  darle  aló  

art culo 28 de la ley 20.720 -que establece la preferencia respecto de losí  

honorarios  del  veedor-  y  su  relaci n  con  el  art culo  69  de  la  mismaó í  

normativa, en cuanto a asimilar las funciones de ambos cargos, era evidente 

que dichos honorarios fueron pactados en el contexto de una reorganizaci nó  

concursal, fueron aprobados por la comisi n de acreedores y las gestionesó  

efectuadas por el acreedor verificante, se realizaron en beneficio, tanto de 

los  acreedores  como del  deudor,  por  lo  que  no exist a  duda alguna ení  

cuanto a que dichos honorarios constituyen gastos de la masa, los que a su 

vez gozan de la preferencia invocada.

QUINTO:  Que,  lo  rese ado  en  los  fundamentos  que  preceden,ñ  

pone de manifiesto que el quid de la cr tica de ilegalidad esbozada, estribaí  

en que los jueces del  grado extendieron la preferencia que establece el 

art culo  28  de  la  Ley  N 20.720,  a  un  cr dito  que,  en  concepto  delí ° é  

recurrente, tuvo su origen en actuaciones realizadas al margen del art culoí  

69 de la referida Ley.
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SEXTO: Que, la reorganizaci n concursal es un procedimiento queó  

se aplica a las empresas deudoras con el fin de que puedan proponer a sus 

acreedores diversas f rmulas de reestructuraci n de sus pasivos y activosó ó  

para el pago de sus obligaciones. En ste los acreedores analizar n si laé “ á  

empresa  deudora  es  viable;  es  decir,  si  su  flujo  operacional  permite 

sostener sin problemas el desarrollo normal de los negocios; su plan de 

gastos y eventualmente inversiones; rentabilidad y, principalmente, aquella 

sustentabilidad necesaria para el pago de las deudas en los t rminos queé  

se  acuerde .  (Nelson  Contador  y  Cristi n  Palacios.  Procedimientos” á “  

Concursales .  Colecci n  Tratados  y  Manuales.  Ley  de  Insolvencia  y” ó  

Reemprendimiento.  Ley  20.720.  Editorial  Thomson  Reuters  La  Ley. 

Primera Edici n. A o 2015. P g. 53).ó ñ á

S PTIMO:É  Que, dicho procedimiento se encuentra regulado en el 

Cap tulo III de la Ley 20.720, y para dar inicio al mismo, los art culos 54,í í  

55 y 56 de la citada ley se alan que la empresa deudora debe presentarñ  

una solicitud ante el tribunal correspondiente a su domicilio y requerir a 

la Superintendencia del ramo la nominaci n del veedor titular y suplente,ó  

esto  es,  de  los  entes  concursales  que  deber n  instar  por  el  logro  deá  

acuerdos entre el  deudor y sus  acreedores,  facilitando su proposici n yó  

resguardando los intereses de estos ltimos. Luego el tribunal dictar  laú á  

resoluci n de reorganizaci n, a partir de la cual se producen los efectosó ó  

que se ala el art culo 57 de la citada ley, en la que designar  al veedorñ í á  

titular y suplente y se inicia un per odo de protecci n financiera concursalí ó  

para el deudor (de 30 d as, prorrogable a 90 d as) desde la notificaci n deí í ó  

esta resoluci n, durante el cual se suspenden ejecuciones individuales y seó  

pueden establecer medidas cautelares, seg n lo dispone el art culo 58 delú í  

mismo cuerpo legal.

Las  etapas  siguientes  corresponden  a  la  verificaci n  de  cr ditos  eó é  

impugnaciones  y  la  de  presentaci n  o  proposici n  del  acuerdo  deó ó  

reorganizaci n judicial (con a lo menos 10 d as antes de la fecha fijadaó í  

para la realizaci n de la junta de acreedores), el que de conformidad a loó  

prescrito por el  art culo  60 del  texto legal  citado,  puede versar  sobreí “  
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cualquier  objeto  tendiente  a  reestructurar  los  pasivos  y  activos  de  la 

empresa  deudora .  En  la  fecha  que  expire  el  per odo  de  protecci n” í ó  

financiera, debe realizarse la junta de acreedores que deber  pronunciarseá  

sobre  el  acuerdo,  el  que  se  entender  aprobado cuando cuente con elá  

consentimiento  del  deudor  y  el  voto  conforme  de  2/3  o  m s  de  losá  

acreedores presentes, que representen al menos dos tercios del total del 

pasivo  con  derecho  a  voto  correspondiente  a  su  respectiva  clase  o 

categor a. Si en dicha oportunidad se alcanza acuerdo, entonces se debeí  

proceder al cumplimiento del mismo por parte del deudor. De acuerdo 

con el art culo 69 de la ley N 20.720, en el Acuerdo de Reorganizaci ní ° ó  

Judicial, deber  nombrarse a un interventor por al menos un a o contadoá ñ  

desde el Acuerdo, el que recaer  en un Veedor Vigente de la N mina deá ó  

Veedores. 

El acuerdo podr  ser impugnado dentro del plazo de cinco d as desdeá í  

la publicaci n del mismo en el Bolet n Concursal. ó í

Si no hay acuerdo, el tribunal de oficio proceder  a la liquidaci n. á ó

Puede suceder tambi n que el acuerdo sea aprobado y suscrito y queé  

finalmente  no  sea  cumplido,  lo  que  deber  ser  declarado  medianteá  

resoluci n judicial. De acuerdo con el art culo 100 de la Ley Concursal,ó í  

una vez firme y ejecutoriada la resoluci n  que declare  la  nulidad o eló  

incumplimiento del Acuerdo, el mismo tribunal dictar  la Resoluci n deá ó  

Liquidaci n  de  la  Empresa  Deudora,  de  oficio  y  sin  m s  tr mite.  Deó á á  

acuerdo con el  inciso  segundo del  art culo  99 de  dicho texto legal,  laí  

resoluci n  que  acoja  las  acciones  de  nulidad  o  incumplimiento  deló  

Acuerdo  ser  apelable  en  ambos  efectos,  pero  el  Deudor  quedar  deá á  

inmediato sujeto a la intervenci n de un Veedor que tendr  las facultadesó á  

de interventor contenidas en los n meros 1), 7), 8) y 9) del art culo 25.ú í

OCTAVO: Que, con el Acuerdo de Reorganizaci n Judicial, cesaó  

la intervenci n que impone el N 2 letra a) del art culo 57 de la Ley Nó ° í ° 

20.720, sin perjuicio que por disposici n del art culo 69, se mantiene laó í  

presencia del veedor en la Empresa Deudora por lo menos un a o, con elñ  
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objeto que supervigile el cumplimiento del acuerdo, con las facultades y 

deberes que al efecto determinen los acreedores. 

Para  el  profesor  Puga  Vial,  la  intervenci n  en  el  convenio  es  unó  

elemento de la esencia del mismo. Es siempre un mandato privado en los  

t rminos con que el art culo 2116 del C digo Civil define este contrato:é í ó  

mandato entre el deudor y los acreedores y dicho interventor. A l se leé  

conf a  una  gesti n  econ mica  de  control  y  coadministraci n  porí ó ó ó  

particulares y sus deberes y atribuciones emanan del convenio, tal como lo 

se ala el art culo 69 de la ley concursal.ñ í

Para este autor, debido a que este mandato resulta del acuerdo, los 

mandantes son el deudor y los acreedores; no solo los acreedores, ni solo 

el  deudor.  Agrega  que  el  deudor  por  s  mismo  no  puede  revocar  elí  

mandato al interventor, tal como por los dem s resulta de la aplicaci n deá ó  

las reglas generales en materia de mandatos que interesan a m s de unaá  

persona y cita al profesor Stitchkin: la facultad de revocar el encargo es“  

una  cosa  de  la  naturaleza  del  encargo,  no  de  su  esencia.  Diversas 

disposiciones del C digo Civil dejan de manifiesto que es licito estipular laó  

irrevocabilidad  del  encargo  confiando  al  mandatario  y  que  ni  aun  es 

necesario estipularla, porque se subentiende, cuando el inter s leg timo deé í  

un tercero exige el mantenimiento del mandato  (Juan Esteban Puga Vial:”  

Derecho concursal. El acuerdo de reorganizaci n . 4  edic. Edit. Jur dica“ ó ” ª í  

de Chile, Santiago, 2014, p. 390).

La ley no dice que el veedor deba ser el mismo del procedimiento 

concursal de reorganizaci n que gest  el acuerdo, pero si deber  tener laó ó á  

calidad de Veedor vigente de la N mina de Veedores. En consecuencia,ó  

en el escenario de los procedimientos colectivos de concurso, el interventor 

siempre ser  un veedor.á

El  interventor  tendr  la  obligaci n  de  poner  en  conocimiento,  deá ó  

forma fundada, el incumplimiento del Acuerdo a la Superintendencia y a 

los  acreedores  que  les  afecte,  mediante  notificaci n  por  Correoó  

Electr nico.ó
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Para efectos de las funciones y atribuciones del interventor, se debe 

estar a las que se determinen el acuerdo de reorganizaci n y, a falta deó  

regulaci n, se aplican las normas de la medida precautoria de intervenci nó ó  

regulada en el art culo 294 del C digo de Procedimiento Civil. í ó

En cuanto a su remuneraci n, atendido que la ley no la regula, ellaó  

deber  ser libremente discutida y acordada en el convenio y en lo queá  

respecta a la duraci n de su funci n, la ley dice que debe permanecer enó ó  

el cargo al menos un a o, lo que depender  en buena medida de lo queñ á  

establezca el convenio (Juan Esteban Puga Vial. Ob. Cit. p. 392).

NOVENO: Que,  tal  como se  expres  en  el  motivo  primero,  eló  

recurrente desconoce al acreedor verificante Patricio Jamarne Banduc la 

preferencia de pago establecida en el art culo 28 de la Ley Concursal, ení  

raz n de haberse cumplido en el mes de septiembre del a o 2019, los 48ó ñ  

meses fijados en el acto de aprobaci n del Acuerdo de Reorganizaci n aó ó  

la interventora que precedi  al se or Jamarne Banduc.ó ñ

Pues bien, el art culo 69 de la Ley Concursal no restringi  el periodoí ó  

de  la  intervenci n  a  cargo  del  veedor  a  un  a o  como  lo  sostiene  eló ñ  

recurrente, por el contrario, lo que la ley dice es que en el Acuerdo de 

Reorganizaci n Judicial deber  nombrarse a un interventor por al menosó á  

un a o contado desde el Acuerdo, de manera que su duraci n en el cargoñ ó  

en  definitiva  depende  de  lo  que  al  efecto  estipulen  los  mandantes.  Y 

teniendo la intervenci n naturaleza de mandato privado, entre tanto noó  

medie  revocaci n del  mismo por los  mandantes,  el  interventor Patricioó  

Jamarne Banduc ha podido desempe ar dicha funci n ajustado al art culoñ ó í  

69 de la Ley N 20.720. Por lo dem s el cuestionamiento del recurrente° á  

dice  relaci n  nicamente con el  desempe o del  interventor durante  losó ú ñ  

meses  de  agosto,  septiembre  y  octubre  de  2020,  sin  extender  en  su 

fundamentaci n la cr tica a los restantes meses en que, en su concepto, yaó í  

no ten a la  calidad  de interventor regido por el  art culo 69 de la  Leyí í  

N 20.720 ni se encontraba sometido en su labor a la fiscalizaci n de la° ó  

Superintendencia del ramo. 

SBMSXCPXVPX
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Con todo,  de acuerdo con lo establecido en el  inciso segundo del 

art culo 99 de la Ley 20.720,í  un efecto inmediato de  la resoluci n queó  

acoge la acci n de incumplimiento del Acuerdo, es la intervenci n a laó ó  

que queda sometido el Deudor, concedi ndole al veedor las facultades deé  

interventor contenidas en los n meros 1, 7, 8 y 9 del art culo 25 de la Leyú í  

Concursal.   Y  si  bien  de  acuerdo  con  la  historia  de  la  ley  dicha 

designaci n deb a recaer en el mismo veedor que fue designado para eló í  

procedimiento concursal de reorganizaci n (Historia de la Ley 20.720, p.ó  

451),  lo cierto es que la veedora Mar a Loreto Ried Undurraga,  quiení  

hab a sido nominada por la Superintendencia del ramo, tras asumir coní  

posterioridad  la  funci n  de  interventora  renunci  a  este  cargo  enó ó  

diciembre  de  2016,  dando  paso  a  la  designaci n  del  veedor  Patricioó  

Jamarne Banduc, de manera que, a falta de otra designaci n hecha por eló  

tribunal  al  momento  de  dictar  la  resoluci n  de  incumplimiento  deló  

acuerdo de reorganizaci n por parte de Transportes Tamarugal Limitadaó  

el 21 de agosto de 2020 y sin que aparezca en los antecedentes alguna 

objeci n de aquello por parte de los acreedores o del deudor, es posibleó  

concluir  que  el  se or  Jamarne  Banduc  se  desempe  como  veedorñ ñó  

interventor  en  el  periodo  comprendido  entre  la  declaraci n  deó  

incumplimiento  del  acuerdo  de  reorganizaci n  y  la  declaraci n  de  laó ó  

liquidaci n forzosa refleja de la Empresa deudora el d a 22 de octubre deó í  

2020.

D CIMO:É  Que, en las condiciones antes dichas, cabe reconocer al 

cr dito  verificado  en  este  proceso  de  liquidaci n  por  Patricio  Jamarneé ó  

Banduc, la preferencia establecida en el numeral 4  del art culo 2472 del° í  

C digo Civil y, por lo dem s, no puede desconocerse que el sentido deló á  

art culo 28 de la Ley 20.720, es el mismo que se establece el art culo 239í í  

de la referida Ley Concursal, que procura que los cr ditos provenientes deé  

la  continuaci n  de  la  actividad  econ mica  del  Deudor  gocen  de  laó ó  

preferencia  indicada;  de  lo  contrario,  se  perder a  el  incentivo  para  losí  

interventores y  que el legislador de alg n modo tuvo en vista al momentoú  

de regular esta materia (v. Historia de la Ley 20.720, p. 422),

SBMSXCPXVPX
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UND CIMO:  É Que, en virtud de lo razonado, los sentenciadores 

han  realizado  una  recta  aplicaci n  de  la  ley  al  resolver  el  incidenteó  

planteado, sin que se advierta el error de derecho en que se hace consistir 

la  infracci n  legal  denunciada,  motivo  por  el  cual  el  recurso  seró á 

desestimado.

Por estas consideraciones y de conformidad, adem s, con lo dispuestoá  

en  el  art culo  782  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  se  rechaza  elí ó  

recurso  de  casaci n  en  el  fondo  interpuesto  por  el  abogado  Renatoó  

Sanhueza Pozarski, en representaci n del liquidador concursal, en contraó  

de sentencia de cinco de noviembre de dos mil veintiuno dictada por la 

Corte de Apelaciones de Santiago.

Reg strese y devu lvase.í é

Redacci n a cargo del abogado integrante se or Ra l Fuentes M.ó ñ ú

Rol N 93.461-2021.-°
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Guillermo Silva Gundelach, Arturo José Prado Puga y Mauricio
Alonso Silva Cancino y los Abogados (as) Integrantes Carolina Andrea
Coppo Diez y Raul Fuentes Mechasqui . Santiago, uno de diciembre de dos
mil veintidós.

En Santiago, a uno de diciembre de dos mil veintidós, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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